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TRIBUNAL SUPREMO 
 
TS. No es discriminatorio que la empresa permita al personal fuera de convenio, 
y no al que está sometido a él, teletrabajar en domicilio distinto al habitual 
durante los periodos de verano y Navidad 
 
No discriminación. Vulneración del principio de igualdad de trato. Empresa que permite 
al personal que se encuentra fuera del ámbito de aplicación del convenio trabajar a 
distancia en domicilio distinto al habitual durante los periodos de verano (del 1 de julio 
al 31 de agosto) y en Navidad (del 24 de diciembre al 5 de enero), sin conceder esa 
misma posibilidad a los trabajadores sometidos al convenio.  
 
En el caso analizado, el convenio de empresa aplicable no contiene regulación 
específica del trabajo a distancia. Mientras que contempla específicamente la 
posibilidad de ofrecer de manera discrecional la exclusión de la aplicación del 
convenio a los trabajadores que lo acepten voluntariamente, con un porcentaje que no 
puede superar el 33 % del total de la plantilla. Resulta evidente que esta decisión de la 
empresa supone aplicar un tratamiento desigual al personal sometido al convenio 
respecto al que se encuentra fuera de convenio, pero lo cierto es que concurren 
circunstancias objetivas que justifican esa distinción con base en el diferente régimen 
jurídico aplicable a unos y otros, en tanto que el personal fuera de convenio se rige por 
lo establecido en sus contratos privados de trabajo, y se trata de un colectivo que 
desempeña funciones críticas y de mayor responsabilidad en el funcionamiento 
empresarial, que no solo presentan particularidades en el aspecto económico (salario 
contractual y dirección por objetivos), sino que su trabajo se realiza en régimen de 
dedicación exclusiva, plena disponibilidad y horario flexible. No hay que olvidar que el 
trato desigual prohibido por el artículo 14 de la CE se predica respecto de las normas 
legales y convenios colectivos, pero cuando se trata de decisiones empresariales, la 
diferencia de trato y sus limitaciones constitucionales tienen una menor intensidad y, 
por supuesto, puede ser justificada si concurre una causa objetiva, razonable y no 
discriminatoria. No estando regulado en este caso el trabajo a distancia en una norma 
de carácter colectivo que pudiere imponer a la empresa unas determinadas 
obligaciones contrarias a la concreta decisión que es objeto del litigio, no hay un 
parámetro homogéneo de comparación entre el personal fuera de convenio y el 
sometido a su ámbito de aplicación que pudiere exigir la absoluta igualdad de trato 
entre ambos colectivos en esta materia. A mayor abundamiento, existe en todo caso 
una justificación objetiva y razonable que permite aplicar un tratamiento diferenciado al 
personal que se encuentra asimismo sometido a diferentes condiciones de trabajo y a 
un régimen jurídico distinto, en razón al trabajo que desempeña el personal fuera de 
convenio que realiza tareas críticas y de mayor responsabilidad en el funcionamiento 
empresarial, en régimen de dedicación exclusiva, plena disponibilidad y horario 
flexible. Esos elementos diferenciales evidencian que la situación de unos y otros 
trabajadores no pueden considerarse iguales, a la vez que justifican de manera 
razonable y proporcionada que la empresa haya podido otorgar un distinto tratamiento 
al personal fuera de convenio, para compensar de alguna forma el superior sacrificio 
que supone su régimen de trabajo en condiciones de mayor disponibilidad y flexibilidad 
horaria. En este contexto carece de toda virtualidad considerar que la decisión 
empresarial pretende alterar la eficacia y efectos del convenio colectivo para fomentar  
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la opción por acogerse a la posibilidad de quedar fuera del mismo que el convenio 
regula y reconoce. Si el propio convenio colectivo es el que permite de manera 
expresa esa facultad, a la vez que impone un límite máximo del 33 % de la plantilla 
que puede acogerse a la misma, carece de toda consistencia atribuir a esa actuación 
empresarial un efecto jurídico tan rotundo y relevante como calificarla de 
discriminatoria por razón de la adhesión o no de los trabajadores al convenio. Podría 
valorarse de otra forma en el caso de que la decisión empresarial afectase a aspectos 
muchos más esenciales de la relación laboral, en un acreditado contexto indiciario de 
la eventual existencia de una política empresarial en tal sentido. Pero no se le puede 
atribuir tal consideración al mero reconocimiento del derecho a trabajar a distancia 
desde un domicilio distinto al habitual en la época de Navidad y verano a los 
trabajadores fuera de convenio, cuando ha quedado probado que la empresa ya 
permite el teletrabajo a todos los trabajadores en condiciones suficientes para 
salvaguardar la conciliación de la vida personal y familiar, y aquí solo se trata de aliviar 
mínimamente las condiciones laborales de mayor responsabilidad, plena dedicación y 
mayor dedicación de aquel colectivo.  
 
(STS, Sala de lo Social, de 5 de febrero de 2026, rec. núm. 252/2024) 
 
 
TS. Modificación sustancial de las condiciones de trabajo (jornada): para que 
proceda la rescisión indemnizada del contrato debe acreditarse la existencia –
que nunca se presume– de un perjuicio relevante 
 
Modificación sustancial de las condiciones de trabajo (MSCT). Posibilidad de extinción 
indemnizada de la relación laboral sin necesidad de acreditar el perjuicio sufrido. 
Empresa que comunica a la trabajadora el 22 de junio de 2022 una modificación de la 
distribución de la jornada (en aplicación de lo dispuesto en el art. 41.1 del ET), con 
efectos el 11 de julio de 2022, sin que en ningún momento fuera aplicada, dejando sin 
efecto la medida el 7 de noviembre de 2022 mediante carta, señalando que nunca tuvo 
efectos vinculantes para ella.  
 
Para que proceda la rescisión indemnizada del contrato de trabajo no basta con que 
estemos ante una MSCT tramitada como tal, sino que debe acreditarse la existencia 
de un perjuicio relevante, prueba cuya carga incumbe a quien lo sufre por ser el 
elemento constitutivo de su pretensión y por ser la parte que mejor conoce el daño y 
puede probarlo. En cualquier caso, es imposible presumir la existencia del perjuicio, al 
no existir ninguna disposición legal que lo permita. Si el legislador hubiera querido que 
toda MSCT comportara el derecho a que las personas afectadas pudieren extinguir su 
contrato con derecho al percibo de la indemnización expuesta (art. 41.3 ET) y acceder 
a la situación legal de desempleo (art. 267.1.5.º LGSS) tenía que haber redactado el 
artículo 41.3 del ET en otros términos. Porque en él no hay automatismo, sino 
supeditación de la facultad tipificada a que concurra una circunstancia adicional a la de 
haberse introducido un cambio relevante en las condiciones de empleo. Que el sujeto 
afectado «resultase perjudicado» significa que lo uno (introducción de una MSCT 
afectante a la jornada) no comporta lo otro (perjuicio). La realidad ha mostrado casos 
de alteración de la jornada carentes de consecuencias desfavorables para 
determinados trabajadores. En el caso analizado, no se ha acreditado ningún perjuicio 
derivado de la inicial imposición de la medida, ya que pese al tenor literal del artículo  
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41 del ET de que la misma es inmediatamente ejecutiva y, en efecto, la propia 
comunicación de 22 de junio fijó los efectos en el día 11 de julio, en realidad la medida 
nunca se le aplicó efectivamente, habiendo sido la misma dejada sin efecto por medio 
de carta el 7 de noviembre de 2022. Como tampoco se ha acreditado la existencia de 
otro perjuicio y este no se presume, la trabajadora no puede pretender la rescisión 
indemnizada de su contrato de trabajo al amparo del artículo 41.3 del ET.  
 
(STS, Sala de lo Social, de 10 de marzo de 2026, rec. núm. 3863/2024) 
 
 
TS. La comunicación extemporánea del inicio del procedimiento de despido 
colectivo a la autoridad laboral es causa determinante de la nulidad de la 
decisión empresarial 
 
Cruz Roja Española. Despido colectivo. Nulidad. Comunicación extemporánea del 
inicio del periodo de consultas a la autoridad laboral llevada a cabo una vez concluido 
dicho periodo sin acuerdo. Aportación durante el periodo de consultas de una ingente 
cantidad de documentación sin adecuada estructura, índice ni explicación razonada de 
su contenido.  
 
El legislador español, al regular el despido colectivo, ha incorporado algunas 
previsiones de la Directiva 98/59/CE, de 20 de julio, en el artículo 51 del ET, de forma 
diferente a como aparecen en aquella, especialmente en lo relativo a la intervención 
de la autoridad pública competente. De esta forma, la ley española sitúa la 
intervención de la autoridad laboral durante el desarrollo del periodo de consultas con 
el fin de que pueda realizar la función de vigilancia sobre el desarrollo del mismo, 
buscar soluciones a los problemas planteados por el despido colectivo, velar por la 
efectividad de dicho periodo de consultas, realizar funciones mediadoras y de 
asistencia y emitir recomendaciones a las partes. La comunicación a la autoridad 
laboral para que esta ejerza sus funciones de vigilancia y búsqueda de soluciones no 
puede considerarse una mera formalidad administrativa, sino que la Directiva 
98/59/CE y el artículo 51 del ET la configuran como una garantía material del despido 
colectivo para la tutela de los trabajadores que puedan ser afectados por el mismo. La 
comunicación extemporánea del inicio del procedimiento de despido colectivo a la 
autoridad laboral es causa determinante de la nulidad de la decisión empresarial por 
ausencia del periodo de consultas (art. 124.11 LRJS), pero no por la falta total del 
mismo, sino por concurrir incumplimientos graves que impidan su correcto desarrollo. 
La intervención de la autoridad laboral, como hemos visto, no está configurada como 
un mero trámite documental o formal, sino como una garantía adicional en el 
procedimiento de despido colectivo. Y, a diferencia del régimen jurídico establecido por 
la Directiva 98/59/CE, en nuestra legislación la garantía derivada de la intervención de 
la autoridad laboral se inserta dentro del periodo de consultas, teniendo como objetivo 
velar por su regularidad, por lo que la referencia del artículo 124.11 de la LRJS ha de 
entenderse hecha también a la indicada garantía, como parte inescindible del único 
procedimiento en el que, bajo el nombre de periodo de consultas, el legislador español 
ha fusionado las dos fases procedimentales del despido colectivo reguladas en la 
Directiva 98/59/CE. Por tanto, las actuaciones de la empresa, por acción u omisión, 
que dejen sin efecto y contenido la garantía de los derechos de los trabajadores 
derivada de la intervención de la autoridad laboral deben tener igual efecto sobre la  
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validez de la decisión empresarial de despido colectivo, determinando la nulidad de la 
misma. Y eso es lo que ocurre en este caso, en el que la notificación totalmente 
extemporánea del inicio del periodo de consultas deja sin contenido la garantía legal 
derivada de la intervención de la autoridad laboral. En cualquier caso, para que en 
nuestro marco jurídico se pudiese entender subsanado aquel incumplimiento habría 
sido necesario que, con la comunicación a la autoridad laboral, se hubiera retrotraído 
todo el procedimiento al inicio del periodo de consultas, lo que no consta que se haya 
producido en este caso. Finalmente cabe señalar que la entrega en el periodo de 
consultas de una documentación masiva, desordenada, sin índice ni explicación 
alguna de su contenido y relevancia, supone un incumplimiento por la empresa de su 
obligación de información y consulta con los representantes de los trabajadores que 
igualmente determina la nulidad del despido colectivo. A estos efectos, no es relevante 
que la complejidad técnica de un despido colectivo de la magnitud del aquí enjuiciado 
requiera documentación extensa, pues esta exigencia no exime al empresario de 
articular dicha información de forma inteligible y con las pertinentes explicaciones 
sobre su contenido y su incidencia en las causas invocadas.  
 
(STS, Sala de lo Social, de 24 de marzo de 2026, rec. núm. 249/2025) 
 
 
TS. La anticipación por la empresa en el acto del juicio de la opción por la 
indemnización, para el caso de declaración de improcedencia del despido, no 
conlleva el abono de salarios de tramitación 
 
Trabajadores fijos discontinuos. Empresa que se salta el orden de llamamiento por 
antigüedad que correspondía a la actora, contratando a nuevas trabajadoras y 
llamando a otras que tenían menos antigüedad que ella. Anticipación por la empresa 
en el acto del juicio de la opción por la indemnización, para el caso de declaración de 
improcedencia del despido (art. 110.1 a) LRJS). Determinación de si conlleva el abono 

de salarios de tramitación.  
 
En caso de declaración de improcedencia del despido, la empresa puede optar por la 
readmisión o por el abono de la indemnización legal. Si opta por la indemnización, ello 
determina la extinción del contrato de trabajo, que se entiende producida en la fecha 
del cese efectivo en el trabajo. En el derecho vigente, solo «en caso de que se opte 
por la readmisión, el trabajador tendrá derecho a los salarios de tramitación» (art. 56.2 
ET). No obstante, de conformidad con el artículo 110.1 a) de la LRJS, en el supuesto 
de improcedencia del despido, el titular de la opción entre readmisión o indemnización 
(en nuestro caso, la empresa) puede anticipar su opción en el acto del juicio, mediante 
expresa manifestación en tal sentido. La opción anticipada de la empresa por la 
indemnización y por la correlativa extinción del contrato de trabajo no modifica, en sí 
misma y por sí sola, el régimen jurídico de la opción empresarial por la indemnización; 
opción que conlleva necesariamente el abono de la correspondiente indemnización 
legal (art. 56.1 ET y art. 110.1 LRJS), pero no el abono de los salarios de tramitación. 
Estos salarios corresponden a la persona trabajadora únicamente si la empresa ha 
optado por la readmisión (art. 56.2 ET y art. 110 LRJS). No se puede penalizar la 
opción anticipada en el acto del juicio por la indemnización con la adicional condena al 
abono de los salarios de tramitación, que claramente no corresponden en caso de 
opción por la indemnización, aunque esta sea anticipada. Únicamente se puede  
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acceder a lo solicitado en el caso de que se cumplan los siguientes requisitos: a) que 
la extinción de la relación laboral sea solicitada expresamente por el trabajador 
demandante y b) que en el acto del juicio se acredite la imposibilidad de su readmisión 
por cese o cierre de la empresa obligada o cualquier otra causa de imposibilidad 
material o legal. (Vid. STSJ de Andalucía/Granada, Sala de lo Social, de 21 de 
noviembre de 2024, rec. núm. 310/2024, casada y anulada por esta sentencia).  
 
(STS, Sala de lo Social, de 11 de marzo de 2026, rec. núm. 1305/2025) 
 
 
TS. Alta dirección: el Tribunal Supremo recuerda que es compatible la 
indemnización por despido declarado o reconocido como improcedente con la 
pactada en caso de falta de preaviso 
 
Alta dirección. Despido improcedente. Derecho a percibir de manera autónoma la 
indemnización en concepto de preaviso incumplido por la empresa, cuando existe un 
pacto expreso entre las partes que excluye la necesidad de aquel preaviso en caso de 
despido del alto directivo.  
 
Es compatible la indemnización por extinción contractual derivada de despido 
declarado o reconocido como improcedente con la indemnización pactada en caso de 
falta de preaviso. No hay que olvidar que si encuentra el empleador la posibilidad de 
eludir el cumplimiento de su obligación contractual mediante el cauce de la gratuita 
imputación de una causa extintiva del contrato totalmente improsperable, ya sea 
objetiva o motivadora de despido disciplinario, ello equivaldría a aceptar como 
jurídicamente eficaz una conducta que entrañaría un claro abuso de derecho y un 
fraude de ley, conculcaciones ambas del ordenamiento terminantemente proscritas por 
los artículos 6.4 y 7.2 del Código Civil. Y ello porque, inexistente la causa alegada, la 
decisión extintiva queda sin otro fundamento que la voluntad de quien la adopta, que 
con aquella se quiso solapar. De otra parte, si bien es cierto que la extinción por 
despido puede ser calificada de nula, improcedente o procedente, tales consecuencias 
están legalmente previstas en beneficio del trabajador, sin que las mismas puedan, en 
ningún caso, irrogarle perjuicio. Perjuicio que evidentemente se produce si encuentra 
el empleador la posibilidad de eludir el cumplimiento de su obligación contractual 
mediante el cauce de la gratuita imputación de una causa extintiva del contrato 
totalmente inexistente. La cláusula por preaviso juega cuando el empresario opta por 
no readmitir, momento en el que se rescinde el contrato por su voluntad y debe abonar 
la indemnización correspondiente, legal o pactada, y la compensación por el preaviso 
que se hubiese convenido. Por ello, se ha de concluir que solo en ese supuesto en el 
que el empresario ha prescindido de los servicios del trabajador, es aplicable la 
cláusula de preaviso, que al no haber sido respetada se traduce en un aumento de la 
indemnización acordada. Por ello, la indemnización por falta de preaviso se suma a la 
indemnización por la rescisión contractual, cuando habiéndose pactado en el contrato, 
el empresario procede a la rescisión del mismo tras la declaración de improcedencia 
del despido. En el caso analizado, la cláusula que excepcionaba la necesidad de 
preaviso en el supuesto de despido del gerente solo puede referirse al despido con 
causa real y suficiente, que por tanto se declara procedente. Si fuera de otro modo se 
estaría dejando a la sola voluntad de la empresa la terminación de la relación de alta 
dirección, por el cauce formal de comunicar un despido sin base alguna para ello,  
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utilizando una mera apariencia para excluir el preaviso o las consecuencias 
compensatorias de su omisión. En consecuencia, el preaviso era necesario en el 
supuesto enjuiciado, y su omisión generaba el derecho del directivo al abono de la 
correspondiente indemnización compensatoria, desde el momento en que la empresa 
había optado por el pago de la indemnización y no por la readmisión. (Vid. STSJ del 
País Vasco, Sala de lo Social, de 16 de julio de 2024, rec. núm. 1099/2024, casada y 
anulada por esta sentencia).  
 
(STS, Sala de lo Social, de 16 de marzo de 2026, rec. núm. 4506/2024) 
 
 
TS. Trabajador autónomo colaborador familiar: tiene derecho a percibir la 
prestación de desempleo –pago único– en la modalidad de subvención para el 
abono de cotizaciones a la Seguridad Social 
 
Prestación por desempleo. Pago único. Modalidad de abono mensual de cuotas a la 
Seguridad Social en el RETA para trabajar como autónoma colaboradora familiar en la 
empresa de la que es titular su esposo. Negativa del SEPE a su concesión al estimar 
que el trabajador autónomo colaborador familiar no hace ninguna clase de aportación 
económica para el inicio de la actividad empresarial, que ya está constituida y en 
funcionamiento.  
 
Tanto el artículo 33 de la LETA, que regula la compatibilidad de las prestaciones de 
desempleo con el trabajo autónomo, como el artículo 34, que contempla la 
capitalización de la prestación en pago único, excluyen a quienes se constituyan como 
trabajadores autónomos y suscriban un contrato para la realización de su actividad 
profesional con el empleador para el que hubiese prestado sus servicios por cuenta 
ajena con carácter inmediatamente anterior al inicio de la situación legal de desempleo 
o una empresa del mismo grupo empresarial. Es decir, a quienes pretendan iniciar una 
actividad como TRADE con la misma empresa para la que han venido prestando 
servicios por cuenta ajena. Pero no excluye ninguna de las otras posibles fórmulas de 
trabajo autónomo previstas en nuestro ordenamiento jurídico, entre ellas, la de 
colaboración familiar. Bien al contrario, la norma utiliza la expresión «que causen alta 
como trabajadores por cuenta propia en alguno de los regímenes de Seguridad 
Social», o bien la de «Cuando pretendan constituirse como trabajadores autónomos». 
No se puede distinguir donde la ley no distingue, por lo que no cabe una interpretación 
restrictiva que conduzca a excluir a un específico colectivo de trabajadores autónomos 
de unos beneficios que la norma legal reconoce con carácter general a todas las 
modalidades de trabajo autónomo, con excepción de las expresamente excluidas 
dentro del marco legal que el legislador ha querido establecer para delimitar el alcance 
de esas medidas dirigidas a incentivar el trabajo autónomo de los desempleados. Es 
cierto que el autónomo colaborador familiar se incorpora a una actividad empresarial 
de la que no es titular y que ya se encuentra en funcionamiento, sin necesidad de 
realizar por lo tanto una inversión económica inicial para su desarrollo y puesta en 
marcha. Pero no lo es menos que debe en todo caso afrontar con su propio patrimonio 
el gasto que generan las cotizaciones de Seguridad Social al RETA, en el que causa 
alta desde el momento en que se constituye como autónomo colaborador. A lo que 
precisamente puede destinar la prestación de desempleo capitalizada con esa 
finalidad, conforme a lo que la normativa legal permite mediante el abono mensual de  
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las cotizaciones por la entidad gestora. No hay que olvidar que la finalidad del pago 
único de la prestación de desempleo es la de fomentar el trabajo autónomo del 
desempleado. Y esa finalidad también se cumple cuando el importe de la prestación 
se destina al pago de los gastos de Seguridad Social del trabajador autónomo, que no 
solo cuando el capital está destinado a la inversión en cualquier otro tipo de las 
diversas partidas que requiere la puesta en marcha de una actividad empresarial. El 
mencionado artículo 34.1 de la LETA se refiere a la inversión necesaria para el 
desarrollo de la actividad por cuenta propia, «incluido el importe de las cargas 
tributarias para el inicio de la actividad», «gastos de constitución y puesta en 
funcionamiento de una entidad, así como al pago de las tasas y tributos», «pago de 
servicios específicos de asesoramiento, formación e información relacionados con la 
actividad a emprender». Y lo que es más determinante en tal sentido, de forma 
expresa regula esa específica modalidad de capitalizar la prestación mediante el 
abono mensual de la cotización a la Seguridad Social, en lo que supone dar carta de 
naturaleza a este mecanismo como una de las formas de realizar la inversión 
necesaria para el desarrollo de la actividad por cuenta propia, que constituye, en 
definitiva, la finalidad última de toda esta regulación. La finalidad de incentivar el 
empleo por cuenta propia que cumple el pago único de la prestación de desempleo en 
la modalidad de abono de las cotizaciones de Seguridad Social es la misma para el 
trabajador autónomo titular de la empresa que para el autónomo colaborador familiar 
que pasa a prestar servicio en la misma. En ambos casos se trata de fomentar el 
trabajo autónomo facilitando el pago de las cotizaciones de Seguridad Social con las 
cantidades correspondientes a la prestación de desempleo. Si se cumple de igual 
manera esa finalidad para todos los trabajadores autónomos, cualquiera que sea la 
clase a la que pertenezcan, y la norma legal solo excluye a los autónomos 
económicamente dependientes y a quienes están en alguno de los específicos 
supuestos que prevé, entre los que no se encuentra el del trabajador autónomo 
colaborador familiar, la conclusión no puede ser otra que la de reconocer a estos 
últimos el derecho a percibir la prestación de desempleo en pago único en la 
modalidad de subvención para el abono de las cotizaciones de Seguridad Social.  
 
(STS, Sala de lo Social, de 11 de marzo de 2026, rec. núm. 4365/2024) 
 
 
AUDIENCIA NACIONAL 
 
AN. La empresa debe incluir en el finiquito la parte proporcional del salario 
correspondiente al descanso semanal devengado por los días de trabajo 
efectivo de la última semana 
 
Conflicto colectivo. Empresa que no incluye en el finiquito la parte correspondiente al 
descanso semanal devengado durante la última semana de trabajo efectivo.  
 
Tomando como punto de partida lo dispuesto en el artículo 37.1 del ET, los 
trabajadores tienen derecho a un descanso ininterrumpido de una duración mínima de 
día y medio a la semana, que debe comprender, como regla general, la tarde del 
sábado o, en su caso, la mañana del lunes y el día completo del domingo, no 
pudiéndose hacer el cómputo en horas. Tal descanso semanal, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 26.1 del ET, debe ser retribuido de acuerdo con el salario  
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correspondiente a la jornada legal de cada actividad, razón por la cual debe tenerse en 
cuenta que se incluya la retribución del descanso al determinar los salarios. Esto es, la 
retribución de los 7 días naturales de la semana se devenga mediante el trabajo de 
cinco días y medio, o lo que es lo mismo, cada día de trabajo acumula al salario del 
día la parte proporcional del descanso semanal. Cuestión distinta es que la normativa 
sobre salario mínimo (art. 1 RD 126/2026) distinga entre las retribuciones diarias y las 
mensuales, ya que, si se fijan los salarios por días, se declara expresamente excluida 
la parte proporcional correspondiente a los días festivos y domingos. En definitiva, el 
devengo de los días de descanso se produce en el transcurso de la jornada semanal, 
determinándose los salarios de modo que comprendan la retribución del descanso. Y 
es por ello por lo que en el supuesto de que se produzca la extinción de la relación 
laboral un viernes se tiene derecho a la retribución completa del sábado y el domingo 
o, lo que es lo mismo, al abono de jornales de los días efectivamente trabajados y de 
las partes proporcionales correspondientes al descanso semanal. Y todo ello con 
independencia de que las faltas de asistencia injustificadas provoquen una merma en 
dicha retribución y que el mismo efecto provoque la participación en una huelga, legal 
o ilegal. En el caso analizado, el hecho de que la empresa, por convenio colectivo, por 
contratos individuales de trabajo (no aportados) o simplemente por una práctica 
empresarial continuada, decida pagar mensualmente la misma cantidad no priva de su 
naturaleza al descanso semanal y a la obligación de retribuirlo. Así, la empresa se ha 
limitado a aportar 3 nóminas anonimizadas de un total de 6 trabajadores y varios 
finiquitos. Sin embargo, no se aporta ningún contrato de trabajo, ni los calendarios 
anuales, ni ningún otro medio de prueba que ponga de manifiesto que concurre una 
situación de hecho que permita afirmar que los descansos semanales no deban ser 
retribuidos de manera proporcional junto con el finiquito tras la extinción de la relación 
laboral. De este modo, no se prueba ninguna práctica habitual que acredite que al 
trabajador no se le descuenta nada en relación con los descansos de fin de semana si 
la primera semana no trabaja los 5 días. En este contexto, se declara el derecho de los 
trabajadores de la demandada a que en la liquidación de haberes por extinción de la 
relación laboral se incluya y abone la parte proporcional del salario correspondiente al 
descanso semanal devengado por los días de trabajo efectivo de la última semana.  
 
(SAN, Sala de lo Social, de 23 de marzo de 2026, núm. 53/2026) 
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